RESOLUCIÓN Nº 1167-2007/TC-S2
Sumilla   : 
Las entidades deben basar sus decisiones en lo establecido en las bases, sin imponer tratamientos, requisitos o interpretaciones que dificulten la concurrencia de potenciales postores, originen la descalificación o perjudiquen la calificación de los mismos, por motivos insustanciales o poco relevantes para el fin de la contratación publica y los principios que rigen esta. Lo contrario resulta gravoso y limitativo de la competencia.
Lima, 20 de agosto de 2007

Visto en sesión de fecha 20 de Agosto de 2007 de la Segunda Sala del Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado el Expediente N° 1710/2007.TC sobre el recurso de apelación interpuesto por la empresa CONSTRUCCIONES Y SERVICIOS ANFA S.R.L., respecto de la Adjudicación de Menor Cuantía Nº 006-2007-CEP/MDLC (Primera Convocatoria), convocada por la Municipalidad Distrital de la Cruz, para la ejecución de la obra “Canalización Pluvial Sector Cuadra Nº 006 - Dirección de Sur Norte Capilla Barrio Independencia – La Cruz Tumbes”; y atendiendo a los siguientes:   

1. El 05 de junio de 2007, la Municipalidad Distrital de la Cruz, en lo sucesivo LA ENTIDAD, convocó la Adjudicación de Menor Cuantía Nº 006-2007-CEP/MDLC (Primera Convocatoria) para la ejecución de la obra “Canalización Pluvial Sector Cuadra Nº 006- Dirección de Sur Norte Capilla Barrio Independencia – La Cruz Tumbes”, bajo el sistema de suma alzada y por un valor referencial ascendente a S/. 79 993,00.

2. El 13 de junio de 2007 se efectuó en acto privado la apertura de sobres y la evaluación y calificación de propuestas, en el cual el Comité Especial a cargo del proceso de selección descalificó a veinte participantes de los veintiún participantes que presentaron propuestas, entre ellos al postor CONSTRUCCIONES Y SERVICIOS ANFA S.R.L., debido a “Datos incompletos en documentos que corresponde a representante legal”. 

3. El Comité Especial designado para conducir el proceso de selección, con fecha 14 de junio de 2007 se llevó a cabo en acto privado la evaluación y calificación de la única propuesta hábil en competencia, la del postor EMPRESA CONSTRUCTORA YOROMI S.A., a quien se adjudicó la buena pro por un valor equivalente a S/. 79 993,03 (Setenta y nueve  mil novecientos noventa y tres y 03/100 nuevos soles). Asimismo, el 19 de junio de 2007 fueron publicados en el Sistema Electrónico de Adquisiciones y Contrataciones del Estado (SEACE) el cuadro comparativo de evaluación de propuestas con los resultados del proceso de selección.

4. Mediante escrito de fecha 03 de julio de 2007, la empresa Construcciones y Servicios Anfa S.R.L., en adelante La Impugnante, interpuso recurso de apelación ante el Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado contra la descalificación de su propuesta y contra el otorgamiento  de la Buena Pro, en el que solicitó se retrotraiga el proceso de selección al momento de calificación y evaluación de su propuesta, la que cumple con los requisitos exigidos en las Bases, así como en la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado y su Reglamento; siendo sus principales fundamentos los siguientes:

a. En los procesos de menor cuantía para ejecución de obra no se establecerá factor técnico de evaluación sino sólo se evaluará la propuesta económica, y el único factor de evaluación de la propuesta económica será el monto de la oferta, conforme al Artículo 68º del Reglamento; de tal manera que la exigencia que los documentos referidos al representante legal deben contener los nombres y apellidos completos del mismo resulta totalmente contraria a Ley y su Reglamento al no constituir factor de evaluación técnico ni económico.
b. Resulta contradictorio que habiendo descalificado su propuesta técnica y económica, el Comité Especial evalúe su propuesta económica, con lo cual admite y convalida la calificación de su propuesta técnica; y tratándose del mismo argumento, también resulta valida su propuesta económica. Las decisiones del Comité Especial han obrado en contravención de los principios de legalidad, transparencia, libre competencia, imparcialidad y moralidad.

c. El irregular accionar de los miembros del Comité Especial al denegarles la entrega de copias de los documentos solicitados respecto al proceso de selección, la entrega de de documentos distintos a los solicitados, la postergación del acto de la Buena Pro, el que no lo atendieran en horario de atención y otras actitudes, aunados a la decisión de descalificar su propuesta, evidencia una presunción de concurso de voluntades de premeditación entre entidad – comité y la empresa ganadora de la buena pro; y constituyen causales para declarar la nulidad del acto que declara nula la participación de su representada y los actos consecuentes o subsiguientes.

5. El Tribunal, mediante Decreto de fecha 04 de julio de 2007, admitió a trámite el recurso de apelación y emplazó a la Entidad para que remita los antecedentes administrativos relativos al proceso de selección.

6. Mediante escrito presentado el 17 de julio de 2007, La ENTIDAD remitió los antecedentes administrativos solicitados, adjuntando entre ellos el Informe Técnico Legal de fecha 16 de julio de 2007, absolviendo el  traslado del recurso de apelación manifestando principalmente lo siguiente:

a. Las afirmaciones que sustentan el pedido de nulidad formulado por la impugnante no se ajustan a derecho porque como se aprecia del texto del Acta de 12 de junio de 2007, se descalificó a la recurrente conforme al artículo 125º del Reglamento de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, en adelante el Reglamento, porque su propuesta económica contenía un error respecto de la información del representante legal que la suscribía, toda vez que ésta no concuerda con lo verificado en los registros de CONSUCODE y SUNAT; y teniendo en cuenta que conforme al artículo 120º del Reglamento, es deber de cada postor sellar y firmar cada hoja de su propuesta de modo que pueda ser identificado el representante legal de la empresa y no se preste a duda o confusión la representación que detenta y dicha identificación no constituía un criterio de evaluación sino, más bien, se trataba de un requisito para admitir la propuesta correspondiente, se optó por admitir su propuesta técnica y no admitir su propuesta económica.

b. Los resultados de la evaluación las propuestas y otorgamiento de la Buena Pro del 14 de junio de 2007, se dio a conocer a los postores ese mismo día en los ambientes de la Municipalidad, no siendo posible su publicación en el SEACE sino recién el día 19 de junio del 2007, por razones de feriados institucionales y problemas con el sistema de computo.

c. Efectuadas las acciones correspondientes para absolver la impugnación, determinaron que el responsable de comunicar en el SEACE el consentimiento de la Buena Pro habría incurrido en error producto de una confusión en el cómputo del plazo para consentir la Buena Pro, al  entender que éste se refería a días calendario y no a días hábiles, procediendo a comunicar el 27 de junio de 2007 en el SEACE el consentimiento de la Buena Pro otorgada al postor EMPRESA CONSTRUCTORA YOROMI S.A.C., a suscribir el contrato de obra respectivo el 6 de julio, a entregar el terreno el 9 de julio, e inclusive  manifiesta que al 17 de julio de 2007 habrían otorgado los adelantos correspondientes; hechos que habrían motivado la apertura de las investigaciones correspondientes para deslindar las responsabilidades del caso a fin de aperturar el proceso disciplinario correspondiente.

7. Mediante decreto de fecha 18 de julio de 2007 se asignó el expediente a la Segunda Sala del Tribunal para que emita su pronunciamiento.

8. El 25 de julio de 2007, la empresa Constructora YOROMI S.A.C., ganadora de la Buena Pro se apersonó a la instancia, solicitó el uso de la palabra y manifestó que las afirmaciones del impugnante no se ajusta a derecho porque se le descalificó porque su propuesta económica contenía un error respecto a la información del Representante Legal que suscribía la misma, hecho que se sustenta en lo dispuesto en el último párrafo del artículo 125º del Texto Único del Reglamento de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado que expresamente señala que “No cabe subsanación alguna por omisiones o errores en la propuesta económica”.

Asimismo manifiesta que tanto la propuesta técnica como la económica de la empresa impugnante no cumple con identificar plenamente a su representante legal, es más, incluso quien suscribe dichas propuestas se irroga un cargo que no existe, que es el cargo de “Gerente”, cuando de conformidad con la información que obra tanto en el CONSUCODE como en la SUNAT y en los propios datos consignados en la Escritura Pública de Constitución de la empresa CONSTRUCCIONES YSERVICIOS ANFA S.R.L. la representación Legal de dicha empresa recae en el “GERENTE GENERAL” y no así en el cargo que se ha consignado al momento de suscribir las referidas propuestas, por lo que el Comité Especial encargado de conducir el proceso de Adjudicación de Menor Cuantía Nº 006-2007-CEP/MDLC obrado correctamente al descalificar la propuesta económica de la empresa impugnante que contenía error. 

9. La Entidad mediante Carta Nº 009-2007/CEP-MDCL de 03 de agosto de 2007, ingresada a la Oficina desconcentrada de Piura el 06 de agosto y a este despacho (Lima) el 08 de agosto de 2007, señala que “la comunicación del Otorgamiento de la Buena Pro se realizó a través de la publicación en Periódico Mural de la Entidad el día 14 de junio del 2007, sin embargo la publicación en el Portal del sistema a SEACE se realizó con fecha 19 de junio de 2007, como consta en el sistema”. Asimismo indicó “que la empresa contratista a quien se le otorgó la buena pro ha suscrito contrato con la Entidad, dando cumplimiento con los plazos señalados en la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, Ley Nº 26850 y su reglamento, por lo que ya se encuentra ejecutando la obra aludida, la misma que tiene un avance físico real de 63% del total programado; hago llegar adjunto a la presente copia del contrato suscrito entre la contratista y la Entidad”.
10. Este colegiado programó la audiencia pública solicitada por la empresa Constructora YOROMI S.A.C., para el día 14 de agosto de 2007, y siendo notificadas las partes, en esa fecha ninguna de ellas se apersonó a hacer uso del derecho a la palabra. 
11. Mediante decreto de 15 de agosto de 2007se declaró el expediente listo para resolver.
FUNDAMENTACIÓN

1. Es materia de este procedimiento administrativo el recurso de apelación interpuesto por la empresa CONSTRUCCIONES Y SERVICIOS ANFA S.R.L., contra la decisión del Comité Especial de no admitir su propuesta en  la Adjudicación de Menor Cuantía Nº 006-2007-CEP/MDLC (Primera Convocatoria), convocada por la Municipalidad Distrital de la Cruz, para la ejecución de la obra “Canalización Pluvial Sector Cuadra Nº 006- Dirección de Sur Norte Capilla Barrio Independencia – La Cruz Tumbes”, y contra la decisión de otorgar la Buena Pro a favor del postor EMPRESA CONSTRUCTORA YOROMI S.A.

2. Previamente al análisis del recurso interpuesto, resulta pertinente analizar la procedencia del recurso presentado. En este orden de ideas, de conformidad con el artículo 137° del Reglamento de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado mediante Decreto Supremo № 084-2004-PCM, en lo sucesivo el Reglamento, el postor debe presentar su recurso de apelación en un plazo máximo de ocho (08) días hábiles luego de notificado el otorgamiento de la buena pro. Además, según el artículo 135° del Reglamento, el otorgamiento de la buena pro realizado en acto privado se notifica a través de su publicación en el SEACE, en la Sede de la Entidad y a los correos electrónicos de ser el caso, el mismo día de su realización, bajo responsabilidad del Comité Especial, debiendo incluir el acta y cuadro comparativo detallado con los resultados de la buena pro. 

En este sentido, de la revisión de la documentación obrante en el expediente
, se aprecia que el acto privado de otorgamiento de la buena se realizó el 14 de junio de 2007, y el acta de otorgamiento de la buena pro con el cuadro comparativo no fue apropiadamente notificada a los postores, sino recién el 19 de junio de 2007 cuando se realizó su publicación en el SEACE, por lo que conforme al artículo 87
 del Reglamento, se entiende notificado el 20 de junio de 2007. Es decir, los postores contaban con plazo hasta el día 4 de julio del año en curso para interponer, válidamente, sus recursos de apelación, lo que ha sido cumplido por el recurrente, quien ha presentado su impugnación el 3 de julio de 2007, según la fecha de recepción por la Mesa de Partes del Tribunal de CONSUCODE. Por tanto, habiéndose cumplido con el indicado requisito de procedencia debe efectuarse el análisis de fondo del asunto planteado.

3. Como fluye de los antecedentes expuestos, el asunto controvertido que debe ser objeto de pronunciamiento por haber sido propuesto por La Impugnante consiste en determinar si la decisión del Comité Especial de descalificar la propuesta de La Impugnante resulta válida conforme a la normativa vigente en materia de contrataciones y adquisiciones del Estado.

4. Al respecto, la controversia ha surgido porque La Entidad descalificó la propuesta técnica y económica de La Impugnante luego de haber admitido la propuesta técnica, alegando “Datos incompletos en documentos que corresponden a Representante Legal”. Por su lado, La Impugnante indica que no existe sustento legal para descalificar su propuesta basados en la exigencia que los documentos referidos al representante legal deben contener los nombres y apellidos completos del mismo. 

5. De los folios 16 y 19 de los antecedentes administrativos del proceso de selección remitidos por la Entidad (Acta de Proceso de Selección para la Adjudicación de Menor Cuantía AMC N° 006-2007/CEP-MDLC de fecha 12 y 13 de junio de 2007), se verifica que el postor Impugnante, luego del examen de su oferta técnica, fue declarado apto para la evaluación de su propuesta económica
. Asimismo se observa en la misma Acta (folio 15 de los antecedentes del proceso de selección), que el Comité Especial luego de abrir el sobre que contenía la propuesta económica del postor impugnante y anotar que su oferta era del 90% del valor referencial, determinó la descalificación de la propuesta económica de éste debido al incumplimiento del artículo 125° del Reglamento, al observar «que la información del representante legal consignada en la documentación no concuerda con lo verificado en los REGISTROS DE CONSUCODE y SUNAT». No obstante, del Cuadro Comparativo de Propuestas
 que obra en los folios 2 al 4 de los antecedentes remitidos por La Entidad, se verifica, entre otros,  que el Comité Especial indicó que la descalificación de la oferta económica se debió a los «datos incompletos en documentos que corresponde a representante legal».

Por otro lado, La Entidad también manifestó en su Informe Técnico Legal que conforme al artículo 120º del Reglamento es un requisito para admitir las propuestas verificar el cumplimiento del deber de cada postor de sellar y firmar cada hoja de su propuesta, de modo que pueda ser identificado el representante legal de la empresa y no se preste a duda o confusión la representación que detenta, por lo que se optó por no admitir la propuesta económica del Impugnante.

6. Al respecto, este Colegiado aprecia que el sustento del Comité Especial para la  descalificación de la propuesta del postor impugnante que contiene la mencionada Acta no concuerda con lo declarado por el mismo en el Cuadro Comparativo de Propuestas. En ese sentido, la divergencia en el motivo alegado para descalificar la oferta del impugnante no hace posible conocer objetivamente si ésta se originó en la existencia de datos contradictorios respecto de los consignados en el Registro Nacional de Proveedores (RNP) o el Registro Único de Contribuyentes (RUC), o bien en la ausencia de datos relevantes acerca del representante legal del mencionado postor, o en la ausencia de sello y firma del representante legal de la recurrente en cada hoja de la propuesta económica. 

No obstante, si el motivo de la descalificación fuera el que la empresa que ganó la buena pro alegó en su escrito de 25 de julio de 2007, es decir, el hecho que el sello de la empresa diga “gerente” y no “gerente general” no es causal de descalificación de la propuesta del impugnante, máxime si quien suscribe la misma es el representante legal de la empresa impugnante (señor Luis Alberto Díaz Perez), como se corrobora de la copia del certificado de inscripción vigente del Registro Nacional de Proveedores. 

7. Además, a juicio del Comité Especial, la recurrente como la empresa adjudicataria de la buena pro habrían cumplido con las exigencias, condiciones y demás requisitos solicitados
 y, por tanto, en aplicación del artículo 68
 del Reglamento quedaron hábiles para las siguientes etapas del proceso, sin embargo, en la etapa de evaluación económica se descalificó al impugnante tanto en su propuesta técnica como en su propuesta económica.

8. Más allá del motivo alegado por el Comité Especial para descalificar la oferta del postor Impugnante, debe tenerse en cuenta que el artículo 125
 del Reglamento fue el amparo legal de la decisión recurrida, el cual permite la subsanación de los defectos de forma que sean advertidos en la documentación que integra la propuesta técnica, y restringe de plano dicha rectificación a los errores u omisiones en que hubiera incurrido la oferta económica. Sin embargo, debe tenerse en cuenta, conforme ya ha sido expresado por el Tribunal en anteriores ocasiones
, que la restricción establecida para el caso de las propuestas económicas está orientada a velar por la intangibilidad de su contenido, de tal manera que el monto total ofertado por cada uno de los postores sea elaborado en forma clara y precisa, conteniendo de modo transparente y objetivo la oferta final del postor, sin que sea posible una posterior alteración.

En este sentido, es opinión de este Colegiado que los requisitos y formalidades exigidas por la normativa de contratación pública no pueden ser interpretados aisladamente y en forma ajena de su contexto, habida cuenta que el carácter insubsanable de las propuestas económicas involucra en esencia una prohibición de admitir modificaciones a su contenido que, de algún modo, ya sea directo o indirecto, afecten la transparencia y oportunidad con las que éstas deben ser formuladas, limitante que tiene como propósito garantizar un análisis objetivo de los montos ofertados y velar por un uso eficiente de los recursos del Estado.

9. Distinto es el caso que nos ocupa, toda vez que de la verificación  de la propuesta económica del impugnante que fuera remitida por la Entidad como parte de los antecedentes administrativos, este Colegiado no ha podido determinar ninguna omisión en que hubiese incurrido dicho postor en la presentación de su oferta, habiendo constatado por el contrario que ésta última no contiene los hechos observados por el Comité Especial ni el error al que hace mención el Informe Técnico Legal, cualquiera que haya sido. Es decir, no hay afectación alguna, ni sustancial ni accesoria, de la oferta económica presentada por el impugnante, por lo que en el presente caso una subsanación resulta innecesaria. 

10. En este orden de ideas, resulta de aplicación al presente caso el Principio de Razonabilidad
 mediante el cual las decisiones de la autoridad administrativa, cuando creen obligaciones, califiquen infracciones, impongan sanciones, o establezcan restricciones a los administrados, deben adoptarse dentro de los límites de la facultad atribuida y manteniendo la debida proporción entre los medios a emplear y los fines públicos que deba tutelar, a fin de que respondan a lo estrictamente necesario para la satisfacción de su cometido. 

Mas aún, se debe tener en cuenta que las entidades deben basar sus decisiones en lo establecido en las bases, sin imponer tratamientos, requisitos o interpretaciones que dificulten la concurrencia de potenciales postores, originen la descalificación o perjudiquen la calificación de los mismos, por motivos insustanciales o poco relevantes para el fin de la contratación publica y los principios que rigen esta. Lo contrario resulta gravoso y limitativo de la competencia, y en ese sentido la decisión de La Entidad debe encontrase acorde con los Principios de Libre Competencia y de Trato Justo e Igualitario que deben regir todo proceso de selección, en  tanto se posibilita al Estado contar con la mayor cantidad posible de postores, a efectos de tener mayores probabilidades de escoger la mejor propuesta, tanto técnica como económica, con el objeto de realizar un uso eficiente de los escasos recursos con que cuenta el Estado, lo que es de interés público

11. Por lo expuesto, es deber de la Entidad la correcta diligencia y precisión con la que deben estar guiados sus actos, de modo que se eviten discrepancias como la que es materia del presente caso, que ha sido confirmada por el alto índice de postores (20 de 21) cuyas propuestas fueron desestimadas
, por lo que corresponde en esta vía exhortarla a que, en lo sucesivo, cuente con mayor minuciosidad y exactitud al momento de revisar el contenido de los sobres para próximos procesos de selección.

12. En tal sentido, este Colegiado considera que la decisión del Comité Especial encargado de conducir el proceso de selección de descalificar la propuesta económica del postor CONSTRUCCIONES Y SERVICIOS ANFA S.R.L., no encuentra amparo en lo dispuesto por la normativa en materia de contratación estatal, en consecuencia corresponde se revoque la decisión del Comité Especial de descalificar la propuesta de La Impugnante; y por su efecto se revoque el otorgamiento de la buena pro a favor del postor EMPRESA CONSTRUCTORA YOROMI S.A.

13. Asimismo, en la aplicación de lo dispuesto en el Principio de Economía de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, atendiendo a que la propuesta económica del impugnante ya ha sido abierta, corresponde calificarla, a efectos de evitar un reenvío innecesario al Comité Especial, debiendo tenerse presente que el resto de postores descalificados en la etapa de evaluación económica han consentido dicha descalificación, por lo que los únicos postores hábiles son CONSTRUCCIONES Y SERVICIOS ANFA S.R.L. y el postor EMPRESA CONSTRUCTORA YOROMI S.A. En ese sentido, corresponde otorgarle al impugnante el puntaje correspondiente y elaborar un nuevo cuadro final de evaluación y calificación de propuestas, en el cual se comparen los puntajes obtenidos por los postores, a efectos que sea otorgada al postor que alcance el mayor puntaje total, de acuerdo a Ley.

14. En este orden de ideas, el postor impugnante CONSTRUCCIONES Y SERVICIOS ANFA S.R.L. ha presentado una propuesta económica ascendente a S/. 71 993.73 que representa el 90% del valor referencial, y EMPRESA CONSTRUCTORA YOROMI S.A. ha presentado una propuesta económica ascendente a S/. 78 393.17 que representa el 98% del valor referencial, por lo que corresponde otorgarle a la primera 100 puntos en la calificación económica. En este sentido, el puntaje total de ambas empresas se muestra en el siguiente cuadro:

	Postor
	Oferta Económica
	Puntaje Económico
	Puntaje Total
	Orden de Prelación

	CONSTRUCCIONES Y SERVICIOS ANFA S.R.L.
	S/. 71 993.73
	100.00
	100.00
	1º

	EMPRESA CONSTRUCTORA YOROMI S.A.
	S/. 78 393.17
	91.83
	91.83
	2°


Conforme se aprecia del cuadro reseñado, el impugnante alcanza el mayor puntaje total, por lo que corresponde otorgarle la buena pro del presente proceso de selección, debiendo La Entidad seguir con las siguientes etapas del proceso, a fin de lograr la ejecución de la obra.

15. Por lo tanto, en aplicación de lo dispuesto por el numeral 2 y 3) del artículo 163º del Reglamento de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado mediante Decreto Supremo Nº 084-2004-PCM y modificado mediante Decreto Supremo Nº 028-2007-EF, corresponde declarar fundado el recurso de apelación interpuesto por La Impugnante en el extremo de la descalificación de su propuesta, revocar el otorgamiento de la buena pro y otorgar la Buena Pro a quien corresponda.

16. En ese sentido, se invoca al Titular de la Entidad, bajo su responsabilidad, a efectuar las acciones legales correspondientes a fin de dar cumplimiento al mandato dispuesto en la presente resolución, para llegar a término y proseguir el proceso de selección; sin perjuicio que en caso de incumplimiento, la impugnante estime pertinente hacer valer su derecho al impulsar las acciones legales en la vía correspondiente
.

17. Sin perjuicio de lo señalado en los párrafos anteriores, y en otro orden de consideraciones, conforme se expresó en el numeral dos de los fundamentos, tenemos que la descalificación de la propuesta del impugnante se produjo con fecha 14 de junio de 2007, y tal decisión fue publicada en el SEACE el 19 de junio del año en curso, por lo que dicho postor contaba con ocho (08) días hábiles siguientes a la notificación para interponer el recurso de apelación que estimara conveniente para el resguardo de sus intereses, plazo que se extendía hasta el 4 de julio de 2007. 

En ese sentido, de acuerdo a lo prescrito en el artículo 137° del Reglamento, LA ENTIDAD debió verificar en el detalle del proceso de selección registrado en el SEACE si se interpuso el respectivo recurso impugnativo, a efectos de registrar válidamente el consentimiento de la buena pro antes aludido, circunstancia que — de no haber mediado la impugnación referida en los antecedentes — se hubiese producido con fecha 5 de julio de 2007.

18. Sin embargo, según se ha verificado en el SEACE, LA ENTIDAD registró de manera indebida el consentimiento de la buena pro con fecha 27 de junio de 2007, actuación que resulta contraria a la obligación reseñada en la normativa de contratación estatal vigente. En ese orden de ideas, considerando los plazos cortos y perentorios con los que cuenta este Tribunal para resolver la presente causa y la necesidad de La Entidad de contar con la ejecución de la obra de canalización pluvial, debe disponerse la comunicación a la Contraloría General de la República (CGR) - considerando que La Entidad no cuenta con un Órgano de Control Institucional (OCI) - para que efectúe la fiscalización posterior, a fin de esclarecer el actuar del comité especial respecto a la emisión de actos administrativos contrarios a la normativa de contratación estatal vigente expuesta en los párrafos precedentes y determine las responsabilidades que correspondan. 
19. Por otro lado, se debe tener presente que según el detalle del reporte del toma razón del expediente, Mesa de Partes del Tribunal de CONSUCODE publicó en el SEACE la interposición del recurso de apelación al otorgamiento de la Buena Pro del proceso de selección objeto de controversia, el 03 de julio de 2007 y el 05 de julio de este año a las 17:51:57 se publicó el admisorio del recurso en mención. 

20. Ahora bien, no se puede soslayar el hecho de que según lo manifestado por la propia LA ENTIDAD en la absolución del traslado del recurso de apelación en el numeral 6.c) de los antecedentes, y como se verifica del contrato adjunto a su Carta Nº 009-2007/CEP-MDLC, ella procedió a suscribir el contrato con el postor EMPRESA CONSTRUCTORA YOROMI S.A. con fecha 6 de julio de 2007 y, asimismo, que el 9 de julio procedió con la entrega del terreno de obra y el adelanto correspondiente a la empresa en mención, siendo que en la actualidad la Entidad no habría suspendido el plazo de ejecución de la obra previsto en las bases del proceso y el contrato de cuarenta y cinco  (45) días calendario.

Es decir, La Entidad ha suscrito contrato para la ejecución de la obra “Canalización Pluvial Sector Cuadra Nº 006- Dirección de Sur Norte Capilla Barrio Independencia – La Cruz Tumbes”, el 6 de julio de 2007, con posterioridad a la formulación del recurso de apelación venido en grado (3 de julio de 2007) y a su publicación en el SEACE (5 de julio de 2007), actuación de la Entidad y del contratista en la que no cabría se aplique la presunción de buena fe, mas aún atenta abiertamente contra las disposiciones contenidas en el artículo 55° de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado y el artículo 153° de su Reglamento, que establecen que la interposición del recurso suspende el proceso en la etapa en que éste se encuentre
; mandato que, en el presente caso, se materializó a través del decreto de fecha 4 de julio de 2007, con el que el Tribunal, además de admitir y correr traslado de la apelación planteada, ordenó expresamente a la Entidad el acatamiento de dicha suspensión. 

21. En ese orden de ideas, habiendo la Entidad dispuesto el inicio de las investigaciones del caso a fin de determinar las responsabilidades a que hubiere lugar, aquélla deberá comunicar su resultado a este Colegiado, sin perjuicio que se comunique a la Contraloría General de la República (CGR), para que efectúe la fiscalización posterior, a fin de determinar las responsabilidades correspondientes a los funcionarios y/o servidores públicos que intervinieron en la suscripción del contrato mencionado.
Por estos fundamentos, de conformidad con el informe del Vocal Ponente Dr. Martín Zumaeta Giudichi y la intervención de los Vocales Doctores Carlos Augusto Salazar Romero y Monica Yadira Yaya Luyo, y atendiendo a la conformación de la Segunda Sala del Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado según lo dispuesto en la Resolución Nº 279-2007-CONSUCODE/PRE, expedida el 21 de mayo de 2007, en ejercicio de las facultades conferidas en los artículos 53°, 54º, 59° y 61° del Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado por Decreto Supremo Nº 083-2004-PCM, el artículo 163 de su Reglamento, aprobado por Decreto Supremo Nº 084-2004-PCM, modificado por D.S. Nº 028-2007-EF y los artículos 17º y 18º del Reglamento de Organización y Funciones del CONSUCODE, aprobado por Decreto Supremo Nº 054-2007-EF; analizados los antecedentes y luego de agotado el debate correspondiente, por unanimidad;

LA SALA RESUELVE:

1. Declarar Fundado el recurso de apelación interpuesto por el postor CONSTRUCCIONES Y SERVICIOS ANFA S.R.L. contra la descalificación de su propuesta económica presentada en la Adjudicación de Menor Cuantía № 006-2007-CEP/MDLC, convocada por la Municipalidad Distrital de la Cruz, y revocar la buena pro otorgada a favor de la EMPRESA CONSTRUCTORA YOROMI S.A., por los fundamentos expuestos.

2. Otorgar la Buena Pro de la Adjudicación de Menor Cuantía № 006-2007-CEP/MDLC a CONSTRUCCIONES Y SERVICIOS ANFA S.R.L., por los fundamentos expuestos.

3. Devolver la garantía presentada por La Impugnante para la interposición del recurso de apelación materia de decisión.

4. Comunicar la presente Resolución a la Contraloría General de la República (CGR), conforme a los numerales 19 y 21 de la Fundamentación, sin perjuicio que la Entidad prosiga con las investigaciones a que se refiere el numeral 21 de la Fundamentación y comunique su resultado a este Tribunal en un plazo no mayor a veinte (20) días hábiles de notificada la presente.

5. Devolver los antecedentes administrativos a La Entidad.

6. Dar por agotada la vía administrativa.

Regístrese, comuníquese y publíquese.

PRESIDENTE

 VOCAL           

                                                                            VOCAL
ss.

Salazar Romero.

Zumaeta Giudichi.

Yaya Luyo
� La comunicación del otorgamiento de la Buena pro realizada el 14 de junio de 2007 mediante publicación en el Periódico mural de la Entidad a la que alude la Carta Nº 009-2007/CEP-MDLC de 03 de agosto de 2007, no se considera tal porque no es un documento objetivo (cargo de la notificación o correo electrónico) mediante el cual se haya hecho de conocimiento de los postores el acta de otorgamiento de la Buena Pro y el cuadro comparativo de evaluación de propuestas del proceso de selección en el que participaron. 


� “Artículo 87.- Régimen de Notificaciones.


Todos los actos realizados dentro de los procesos de selección se entenderán notificados a partir del día siguiente de su publicación en el SEACE. 


A solicitud del participante, se le notificará personalmente en la sede de la Entidad o a la dirección de coreo electrónico que consigne al momento de registrarse como participante (…)”. 


� Lo resaltado en negrita es nuestro.


� Las leyendas “B” y “C” del cuadro comparativo de evaluación de propuestas publicado en el SEACE el 19 de junio de 2007 consignó la decisión de descalificar su propuesta técnica y económica respectivamente por la misma razón: “Datos incompletos en documentos que corresponden a Representante Legal”.


� Requisitos Técnicos Mínimos solicitados en las Bases y la formalidad del artículo 122º del Reglamento para la presentación de propuestas, las personas jurídicas concurren por medio de su representante legal o apoderado acreditado con carta poder simple. 


� «Artículo 68.- Factores de evaluación para la contratación de obras


En caso de contratación de obras deberán considerarse los siguientes factores de evaluación de la propuesta técnica:


a. Para la contratación de obras que correspondan a adjudicaciones directas y de menor cuantía no se establecerá factores técnicos de evaluación, solo se evaluará la propuesta económica de aquellos postores cuya propuesta cumpla con lo señalado en el expediente técnico.» (Lo subrayado es nuestro)


� «Articulo 125.- Subsanación de propuestas.


Si existieran defectos de forma tales como omisiones o errores subsanables en los documentos presentados que no modifiquen el alcance de la propuestas técnica, el Comité Especial otorgará un plazo máximo de dos (2) días, desde el día siguiente de la notificación, para que el postor los subsane, en cuyo caso la propuesta continuará vigente para todo efecto, a condición de la efectiva enmienda del defecto encontrado dentro del plazo previsto, salvo que el defecto pueda ser corregido en el mismo acto.


No cabe subsanación alguna por omisiones o errores en la propuesta económica.» (El subrayado es nuestro)


� Por ejemplo en la Resolución N° 321/2007.TC-SU de 30 de marzo de 2007.


� Numeral 1.4 del Artículo IV del Título Preliminar de la Ley del Procedimiento Administrativo General, Ley Nº 27444.


� Es importante señalar que el único postor que decidió impugnar su descalificación ante este Tribunal fue el postor CONSTRUCCIONES Y SERVICIOS ANFA S.R.L., quedando dicha decisión consentida respecto de los demás postores.


� Artículo 12° de la Ley N° 27444: “12.3 En caso de que el acto viciado se hubiera consumado, o bien sea imposible retrotraer sus efectos, sólo dará lugar a la responsabilidad de quien dictó el acto y en su caso, a la indemnización para el afectado”.


�  La misma línea de argumentación está contenida en el Comunicado N° 013-2005 (PRE) de septiembre de 2005.
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